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La coordinación 
desde el ejercicio 
profesional 

Los registradores de la 
propieaad ante la 
coordinación 

Los registradores de la propiedad, 
como Registro Jurídico apoyamos 
la coordinación. Es decir, los regis­

tradores, individual y colectivamente, 
tenemos in terés en la coordinación 
con el Catastro, y por ello, como Regis­
tro jurídico y desde esa posición, apo­
yaremos cuantas medidas legales ven­
gan a establecer un sistema de coordi­
nación eficaz. 

Este interés tiene un triple fu nda­
mento: 

• De una parte, alejar un fantasma 
que parece persistir desde el año 1906, 
y que no es otra cosa que la historia de 
una falta de entendimiento, que ya dura 
86 años. 

• En segundo lugar, porque tanto el 
Catastro como el Registro resul tarán benefi­
ciados con la misma; el Registro, al dispo­
ner de una base física veri ficada oficial­
mente, que constituya soporte material 
de sus titularidades, superándose así una 
deficiencia tradicional de nuestro siste­
ma; el Catastro, al contar con una titulari­
d ad oficial , investida de importantes 
efectos: así la imponibilidad (lo no ins­
crito no puede prevalecer frente a lo ins­
crito); la Legitimación en favor del titular 

registra! (presunción <~uris tamtum», de 
que el derecho inscrito a favor de una 
persona existe y le pertenece en la forma 
determinada en el asiento correspon­
diente, estando bajo la salvaguarda direc­
ta de los Tribunales de justicia); y por la 
Fe Pública Registra! (manteniendo la titu­
laridad registra! a todo trance, en aras de 
la seguridad del tráfico jurídico, cuando 
dicho titular haya adquirido e inscnto ba­
jo ciertas condiciones). 

• Y en tercer lugar, porque creemos 
firmemente que la coordinación entre 
ambas Instituciones supone un benefi­
cio para la Comunidad Social, a la que 
ambas servimos. 

Quiero por tanto, d ejar patente 
nuestro espíritu de colaboración en la 
búsqueda y desarrollo de un sistema de 
coordinación que funcione eficazmen­
te, y buena prueba de ello está, en q~e 
así lo decidimos colectiva y democrau­
camente en el Congreso Nacional de Re­
gistradores celebrado en Barcelona el 
año l 988. 

Pluralidad de sistemas 
posibles para conseguirlo, 
2ero ?º~ c.umpyr~1iento 
ae pnnc1p1os bas1cos 

Se trata de expresar aquí que no hay 
una única fórmula o sistema de hacer 
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efectiva la coordinación, pues ello de­
pende de los distintos sistemas legisla­
tivos de transmisión de propiedad y de 
organización de las Instituciones . regis­
tra! y catastral en cada país o termono. 

Así en el derecho comparado, son di­
ferentes los métodos de coordinación 
regulados, pues depende de su kgi~l_a­
ción civil, de su distinta orgamzacion 
administrativa y del desarrollo técnico 
de sus catastros. 

No obstante, existen unas ideas o 
principios básicos que se dan en todos 
aquellos sistemas que han conseguido 
un alto grado de eficacia, pudiéndose 
destacar: 

• Que cuanto más incardinadas es­
tén dichas medidas de coordinación 
dentro del marco general del sistema ci­
vil de transmisión del dominio y de sus 
respectivos principios organizati~os del 
Catastro y del Registro, más sencilla es, 
y mejor funcionan. . . 

• Que resulta imprescmdible que el 
Catastro tenga un elevado grado de de­
sarrollo y fiabilidad técnica. 

• Que con uno u otro matiz, desa­
rrollen el denominado principio del 
«doble suministro» ya repetido: el Ca­
tastro suministra la identificación física 
de las íincas y el Registro las titularida­
des jurídicas del Catastro, y hemos ana­
lizado como este principio es adaptable 
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a cualquier sistema de inscripción, sin 
que sea obstáculo que se trate de ins­
cripción de tipo declarativo, pues la ti­
mlaridad que proporc10na el Registro, 
incluso en este sistema está potenciada 
con los criterios de inoponibilidad e 
inadmisibilidad en oficinas públicas. 

En efecto, podemos ver como este 
Principio del Doble Suministro se da 
tanto en países con inscripción consti­
muva como Alemania, como en países 
de inscripción declarativa y efecto esen­
cial de inopornbilidad, como Francia. 

En Alemania es f undamemal, cum­
phéndose el principio denominado de 
doble suministro. Ayuda a ello la exis­
tencia de un Catastro Técnico muy de­
sarrollado. 

El Catastro en Alemania 
El Catastro en Alemania depende ac­

tual mente de los Estados Federales o 
Lander, y dentro de los mismos, nor­
malmente del Ministerio del Interior. La 
antigua Repúbhca Federal Alemana es 
una federación compuesta por 11 
lander y tres ciudades estado (Hambur­
go, Bremen y Berlín Oeste), aunque es­
ta distribución hay que dejarla en sus­
penso con la reunificación de las dos 
Alemanias. 

Históricamente puede decirse que ya 
en el siglo XIX se llevó a cabo una me­
dición del territorio, entre los años 
1818 y 1840, concluyendo con las leyes 
de 1852 y la Prusiana de 1857 creado­
ra del Catastro lnmobihario. Desde en­
tonces las fincas quedaron plenamente 
111d1vidualizadas en los libros catastra­
les, ordenadas correlativamente por el 
número catastral, con expresión de su­
perficie, límites, situación, uso y edifi­
caciones que contuvieran. No debe ol­
vidarse que estas mediciones fueron 
realizadas en la mayoría de los supues­
tos, finca a finca, con fipción de linde­
ros y establecimientos de hitos o piedras. 

En la actualidad estos libros catastrales 
se encuentran en período avanzado de 
informatización en los Land de Baden­
Wu nemberg, Berlín, Bremen, Nieder­
sachsen, Nordrhein-Westfalen y otros. 

La actualización de los datos es con­
tinua por medio de equipos que visitan 
las fincas, tomando notas de cualquier 
variación. La identificación comprende 
no sólo su cabida y linderos, sino los 
usos y construcciones. Si bien los parti­
culares tienen la obligación de comuni­
car al Catastro cualquier variación de 
dichos datos identificativos, en realidad 
no hay un cumplimiento muy escrupu­
loso de dicha obligación, por lo que los 
servicios catastrales realizan dichas vi­
sitas de inspección. 

El fin primordial de las oficinas ca­
tastrales es la identificación de fincas y 
trabajos topográficos y geodésicos, no 
ttenen una misión esencialmente fiscal, 
corno tuvieron en un principio. 

P-.:trtiendo de estas premisas, la coor­
dinación entre el Catastro y el Registro 
resulta fácil y precisa. El Catastro sumi­
nistra la definición de las fincas al Re­
gistro, cuya identificación y numera­
ción en los libros registrales es la catas­
tral y no la registra!. 

Sin embargo, hay que tener en cuen­
ta que los datos físicos no están protegi­
dos por el principio de legitimación, ni 
por el de Fe pública, la modificación de 
las mismas no requiere el consenti­
miento del titular, y se realiza en virtud 
de comunicación por parte del Catastro 
mediante unos impresos especiales 
(Veránderungsnachweis). En vmud de 
esrn comunicación catastral, el registra­
dor procede a efectuar las modificacio­
nes físicas de las fincas, no sólo en 
cuanto a su cabida, linderos o naturale­
za, sino incluso la existencia de una 
construcción u obra nueva que antes no 
existiera. 

En caso de división, segregación o 
agrupación de fincas, sólo puede inscri­
bí rse en el Registro las operaciones co­
rrespondientes previa las oportunas 
operaciones de medición, numeración 
y delimitación de las nuevas fincas. En 
definitiva, cualquier modificación de 
las fincas requiere la previa delimita­
ción por el Catastro. 

Pero señalado esto, también indica­
remos que se cumple con la otra parte 

del principio del doble suministro, es­
pecialmente favorecido por el alcance 
constitutivo de la inscnpción, pues el 
Registro comunica a la correspondiente 
oficina catastral los cambios en las titu­
laridades jurídicas contenidos en la sec­
ción 1, es decir los relativos al dominio, 
participaciones indivisas, y derecho de 
superficie, así como las oportunas can­
celaciones, incluso la «desinscripción» 
de alguna finca o porción de ella, en los 
supuestos legalmente establecidos. Es­
tas comunicaciones se realizan median­
te unos impresos o fichas especiales, y 
tienen una penodicidad mensual. 

En resumen, en Alemania, si bien el 
Catastro y el Registro son Instituciones 
diferentes, tienen una eficaz coordina­
ción con fundamento en el principio del 
doble suministro: el Catastro los datos 
físicos, el Registro los datos jurídicos. 

El Catastro en Francia 
En Francia, tanto el Catastro como el 

Registro dependen de la Dirección Ge­
neral de Impuestos, dentro del Ministe­
rio de Economia, Hacienda y Presu­
puesto. 

En dicho país el nac1m1ento del Ca­
tastro es anterior al del Registro de Hi­
potecas, pues su creación se produce en 
la época napoleónica, debido a la Ley de 
15 de septiembre de 1807, terminán­
dose su ejecución en el año 1850. Pue­
de considerarse como un Catastro téc­
nicamente bueno, pero que partió del 
principio equivocado de inmutabilidad 
del mapa catastral, con lo que las cre­
cientes mutaciones inmobiliarias pron­
to descubrieron la necesidad de una re­
novación carnstral, que se llevó a efecto 
por la Ley de 16 de abril de 1930. Dicha 
Ley tuvo su continuidad con las ins­
trucciones de 1938-39 y en la normati­
va de los años 40, que culminan en el 
Derecho de renovación, revisión, deli­
mitación y conservación del Catastro 
de 30 de abril de 1955, que fija la revi­
sión quinquenal de los datos catastrales 
referentes a la propiedad agrícola. La re­
novación catastral fue una realidad a fi­
nales de los años setenta, salvo en los te-



rritorios históricos de Alsacia y Lorena, 
que al estar sujetos a un régimen regis­
tra! diferente, y por la mayor calidad 
técnica requerida en sus trabajos aún 
no se ha finalizado, quedando 1 70 mu­
nicipios por revisar en el año l 989. 

El Catastro francés tuvo desde sus co­
mienzos una finalidad básicamente fis­
cal, a la cual se han añadido las técnicas 
(cartografía y levantamientos topográfi­
cos básicos, con finalidad polivalente), 
pero nunca ha tenido una finalidad jurí­
dica, encomendada exclusivamente al 
«Registro de Hipotecas», o Registro jurí­
dico. 

La información contenida en el Ca­
tastro tiene una parte gráfica y otra alfa­
numérica o documental. La parte gráfi­
ca viene constituida por el «Mapa Ca­
tastral», que normalmente se presenta 
en hojas parcelarias de formato 75 x 
105 cms. La parte documental se agru­
pa en un conjunto de ficheros que per­
miten acceder a la información a través 
de múltiples claves. 

La parte gráfica tiene como unidad 
básica el municipio. La cartografía ca­
tastral se elabora en escalas que van del 
l / 500 al 1/5000, siendo las más fre­
cuentes la 1/500 para urbanas y la 
1/ 2000 para rústicas. El contenido de 
los planos catastrales se refiere básica­
mente: Límites municipales; límites de 
secciones catastrales; límites de para­
jes; límites de parcelas; vías de comuni­
cación, hidrografía y construcciones. 

La parte documental contiene la in­
formación de desarrollo, pudiéndose 
distinguir: los «Estados de Sección», o 
leyenda del mapa, conteniendo: la iden­
tificación catastral mediante el mismo 
código asignado en el mapa catastral; la 
referencia a la transcripción en el Regis­
tro; situación del inmueble; superficie; 
número de identificación del propieta­
rio, etc. De otra parte, dentro de la do­
cumentación catastral está la denomi­
nada «Matriz Catastral», que es una lis­
ta de propietarios con los inmuebles 
correspondientes a cada uno dentro de 
un municipio, distinguiendo entre los 
edificados y los no edificados. Además 

se compone de unas microfichas que 
contienen los datos del propietario, del 
inmueble y de los impuestos que los 
gravan. 

No obstante lo anterior, se ha procu­
rado legislativamente la coordinación 
entre ambas Instituciones, fundamen­
tándola en los siguientes principios bá­
sicos de coordinación: 

a) El Registro toma la identificación 
y delimitación de las fincas del Catastro, 
y así podemos observar cómo en la «fi­
cha parcelaria», los datos identificativos 
son los catastrales; y en la «ficha del in­
mueble» se encabeza con la letra y el 
número que la finca tiene en el plano 
catastral. 

b) No es posible la publicación en el 
Registro de un acto, si al título inscribible 
no se acompaña el «extracto catastral», 
que el autorizante (notario, autoridad 
administrativa o judicial) están obliga­
dos a solicitar de los servicios catastrales. 
Esto tiene algunas excepciones, como en 
materia de reparcelaciones urbanísticas 
y concentraciones de parcelas en terre­
nos rústicos, que siguen un régimen es­
pecial, y en las que la delimitación de las 
fincas se realiza por la Administración 
encargada de dichas actuaciones. Por 
otra parte, el extracto catastral no tiene 
que ser emitido necesariamente por el 
Catastro, sino que también pueden ha­
cerlo los notarios, procuradores y auto­
ridades administrativas, a la vista de la 
correspondiente «matriz catastral» . Di­
chos extractos tienen una vigencia de 
tres meses, transcurridos los cuales es 
necesario volver a solicitar nuevamente 
otro extracto. 

c) La identificación de las fincas es 
un requisito previo a la publicación. Por 
ello, en los casos de modificaciones físi­
cas de fincas por agrupación, segrega­
ción o división, el procedimiento es el 
siguiente: por el autorizante del docu­
mento se solicita del Catastro un ex­
tracto catastral correspondiente a la fin­
ca matriz; recibido se solicita de un 
geómetra autorizado un informe técni­
co de medición ; realizado se remite de 
nuevo al Catastro para su verificación y 

control, numeración de las nuevas par­
celas y anotación en el correspondiente 
extracto catastral; realizado esto, se re­
dacta el documento por el notario o 
quien corresponda, y se remite al Regis­
tro para su publicación, y verificada és­
ta, se notifica al Catastro para tomar allí 
nota de la modificación jurídica. Es de­
cir, en estos casos, la delimitación de las 
fincas y atribución a las nuevas parcelas 
del correspondiente identificador ca­
tastral, es un requisito previo a la for­
malidad registra!. 

d ) El Catastro no admite modifica­
ciones inmobiliarias que no estén pre­
viamente publicadas por el Registro , 
asegurándose de esta forma una perma­
nente actualización catastral, y un para­
lelismo de titulares imprescindible en la 
coordinación. En efecto, como ya he­
mos señalado anteriormente, el art. 2 
del Decreto de 4 de enero de 1955 esta­
blece: «No cabe mutación catastral por 
razón de modificación alguna de la si­
tuación jurídica de un inmueble si en el 
acto o resolución judicial en que se 
constata no ha sido previamente publi­
cado en el Fichero Inmobiliario». Una 
vez practicada la publicación del acto en 
el Registro, el conservador de hipotecas 
envia al Servicio Catastral una ficha que 
indica Ja modificación producida. 

En definitiva, esta efectiva coordina­
ción en Francia se fundamenta en dos 
principios básicos: el Registro toma co­
mo base la delimitación e identificación 
de la finca facilitada por el Catastro, y 
éste las titularidades jurídicas propor­
cionadas por el Registro, siendo lo de­
más puro desarrollo instrumental de 
dichos principios. 

El Catastro sun1inistra 
la identificación 
y definición de las fincas 
en el Registro 

Una de las primeras dificultades en 
la coordinación entre el Catastro y el 
Registro , estriba en que no hay una 
completa coincidencia entre los con-
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ceptos de «Parcela catastral» y «Finca 
regiscral». 

El Catastro parte normalmente de «la 
parcela» como unidad básica de refe­
rencia. Basta con observar la propia ter­
minología utilizada desde antiguo por el 
legislador: «Catastro Parcelario». 

El Registro parce el concepto de «fin­
ca», como unidad básica de referencia y 
así en el are. 7 d e la Ley Hipotecaria 
(LH) se refiere a la primera inscripción 
de «cada finca» en el Registro; y el are. 8 
de la LH señala que «cada fi nca» tendrá 
desde que se inscriba por primera vez 
un número diferente y correlativo; y el 
artículo 24 3 de la LH añade que el Re­
gistro de la Propiedad se llevará a cabo 
abriendo uno particular a «cada finca» 
en el libro correspondiente. Todas las 
inscripciones, anotaciones y cancela­
ciones posteriores relativas a la misma 
Íinca se practicarán a continuación. 

Los conceptos de «parcela» y de «fin­
ca» tienen en común referirse a una 
porción delimitada de terreno que per­
tenece a un propietario o a va rios 
proindiviso, pero se diferencian en que 
la parcela se caracteriza además por las 
notas de la unidad en la naturaleza e 
idoneidad en el aprovechamiento, te­
niendo la pertenencia a un propietario 
un valor relativo o accesorio, mientras 
que la finca se caracteriza por la suscep­
tibilidad de tráfico jurídico indepen­
diente, teniendo la pertenencia a un 
propietario un valor esencial. 

Esto permite que porciones de terre­
no discontinuas, de distinta naturaleza 
y aprovechamiento, con stituyan una 
«finca registra!», si perteneciendo a un 
mismo titular están afectas a una uni­
dad orgánica de explotación; y a la in­
versa, que también constituyan finca re­
gistra! ficciones jurídicas bastante des­
conectadas de la realidad o de su 
soporte material, como las concesiones 
administrativas, o los aprovechamien­
tos urbanísticos. 

La parcela catastral se resiste, por el 
contrario, a encajar en su conten ido 
porciones de terreno de distinta natura­
leza, o con infracción de la unidad idó-

nea de aprovechamiento, aunque perte­
nezcan a un mismo propietario. 

Esto puede verse claramente en el 
supuesto de un propietario de una fin­
ca situada a las afueras de una ciudad, 
de la cual una parte de la finca es rústi­
ca (o suelo no urbanizable común), y 
otra parte es urbana (suelo urbanizable 
programado o suelo urbano). No rmal­
mente el Catastro distinguirá entre una 
y otra parte, constituyendo parcelas di­
ferentes, mientras que en el Registro de 
la Propiedad no hay inconveniente pa­
ra considerarlo como una misma finca. 

Esto también es debido a la distin­
ción entre el Catastro Rústico y Urbano, 
que iniciada en 1906, se va plasmando 
sucesivamente hasta la Ley 41/1964 de 
Reforma Tributaria, y que tenía como 
fundamento la distinción entre la Con­
tribución Rústica y la Urbana, como im­
puestos dif cremes, la Rústica un im­
puesto sobre el producto, la Urbana so­
bre el valor de los bienes. Esta distinción 
ha sido sancionada recientemente por la 
Ley 38/1988 de 28 de diciembre, regula­
dora de las Haciendas Locales, y también 
por el RD 1477/ 1989 de 1 de diciembre 
regulador del Centro de Gestión Catastral 
y Cooperación Tributaria, que distingue 
entre la Subdirección General de Catastros 
Inmobiliarios Urbanos y Rústicos. 

En el Registro de la Propiedad la di­
ferencia entre lo rústico y lo urbano tie­
ne importancia en cuanto al régimen ju­
rídico aplicable, pero no impide que 
dentro de una misma finca coexistan 
ambos regímenes. Sin embargo, con el 
tiempo, termina rán constituyendo hn­
cas d iferentes, por la propia dinámica 
de la propiedad, aunque para ello sea 
necesario o un acto voluntario del pro­
pietario de la misma (segregación o di­
visión), o una actuación forzosa (expro­
piación) como consecuencia de la pro­
pia gestión urbanística. Pero en 
principio es perfectamente posible que 
una finca registra! sea en parte rústica y 
en parte urbana, porque el criterio fun­
damental estriba en la atribución a un 
propietrio y la susceptibilidad de tráfi­
co jurídico independiente. 

Otra nota que caracteriza el concep­
to de parcela frente al de finca, es el de 
constituir una unidad idónea de apro­
vechamiento. Ello tiene su fundamento, 
tanto en la legislación agraria, como en 
La urbanística. 

En la legislación agraria es patente el 
deseo del legislador de constituir uni­
dades idóneas de explotación, fomen­
tando su creación e impidiendo su frac­
cionamiento por debajo de dichas uni­
dades mínimas. Así la normativa sobre 
Concentración Parcelaria y Unidades 
Mínimas de Cultivo, contenida en la Ley 
de Reforma y Desarrollo Agrario de 12 
de enero de l 963, o en la legislación so­
bre explotaciones Familiares Agrarias, 
Ley 49/ 1981. 

Desde el punto de vista urbanístico 
el cerna es también claro. El Texto Re­
fundido de la Ley del Régimen del Sue­
lo y Ordenación Urbana de 9 de abril 
de l 976, y el Reglamento de Gestión 
Urbanísüca de 25 de agosto de 1978, en 
el ámbito de la gestión del planeamien­
to, parten de la definición de la parcela 
urbanística como espacios idóneos pa­
ra la edificación privada o para la im­
plantación de equipamiento urbano, 
sin consideración al régimen anterior 
de distribución de la propiedad. Por 
ello precisamente, una de las finalida­
des que se persigue en la regulación de 
los sistemas de actuación urbanística es 
la reorganización de las fincas para 
adaptarlo al planeamiento. En el Regla­
mento de Reparcelaciones de 7 de abril 
de 1966, en su are. 7, apartado 3 se dis­
tinguen ambos aspectos al señalar: «las 
parcelas que constituyan unidad míni­
ma e indivisible se determinarán en 
cuanto a su extensión en el mismo ex­
ped iente ... Los diferentes edificios que 
se construyan sobre las parcelas míni­
mas podrán constituir fincas registrales 
independientes.» 

Pero lo que aquí importa resaltar es 
que la idoneidad en el aprovechamien­
to es una de las notas que caracterizan 
el concepto de parcela, y que no siem­
pre se da en la finca registra!, que inclu­
so puede admitir divisiones contra la 
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unidad mínima de cultivo, pues a pesar 
de que la Ley de Reforma y Desarrollo 
Agrario establece en su an. 44 que no 
será n válidas, el art. 45 señala como 
efecto característico un derecho de ad­
quisición preferente en favor del colin­
dante, y por aplicación del art. 6 del Có­
digo Civil - los actos contrarios a nor­
mas imperativas y prohibitivas so n 
nulos de pleno derecho, salvo que se se­
ñala un efecto distinto para el caso de su 
contravenció n-, no estaríamos ante 
una nulidad plena al señala rse un efec­
to diferente - derecho de adquisición 
preferente en favor de los colindantes-, 
permitiéndose en consecuencia su ins­
cnpción. 

En el ámbito urbanístico, también ha 
sido posible la inscripción de parcela­
ciones s in licencia urbanística, con in ­
fracción de las unidades mínimas pre­
vistas en el planeamiento, aun en con ­
tra aparentemente de los arts. 95 y 96 
de la Ley del Suelo, fundamentándose: 
de una parte, en que la no inscripción a 
favo r del comprador de una parcela se­
gregada en contra de dicha normativa 
puede producirle desde la pérdida de 
su derecho hasta la asunción de gravá­
menes e hip otecas que el promoto r 
puede constituir efi cazmente en tanto 
aparezca como titular registra!, lo que 
implica una sanción legalmente no pre­
vista; y de otra parte, en que el Registro 
puede cumplir su misión de publicidad 
con mayor eficacia, haciendo constar la 
falta de licencia en el p ropio asiento de 
división o por nota al margen. Este sis­
tema ha pasado, con alguna precisión, a 
alguna legislación autonómica de adap­
tación urbanística, como la Catalana, 
digna de encomio. 

Sin embargo, debe destacarse la ten­
dencia legislativa de otras Comunidades 
Autónomas de hacer coincidir el con­
cepto de finca registra! con unidades de 
aprovechamiento idóneas, evitando la 
inscripción de su fraccionamiento inde­
bido, y ello, tanto en la legislación agra­
na como en la urbanística. Lo que ocu­
rre es que esta tendencia se ha impues­
to como consecuencia indirecta de la 

declaración de nulidad absoluta de los 
actos contrarios, toda vez que Ja regula­
ción de los Registros Públicos es una 
competencia atribuida por la Constitu­
ción en exclusiva al Estado. 

Este es el caso de la legislació n de 
Concentración Parcelaria de Castilla y 
León (Ley 14/1990, de 28 de noviem­
bre), que tras declarar que no serán vá­
lidas las divisiones de fincas rústicas 
cuando den lugar a la formación de par­
celas de extensión inferior a la unidad 
mínima de cultivo, añada en su an. l l 
que no producirán efectos entre partes 
ni en relación a los terceros, imponien­
do a Tribunales, Autoridades y f uncio­
narios la obligación de abstenerse de 
reconocer efectos a dichos actos y con­
tratos. También es el caso de la Ley de la 
Com unidad Autónoma de Madnd 
4/1984, de 10 de febrero, sobre Medi­
das de Disciplina Urbanística, que de­
clara nula de pleno derecho la parcela­
ción urbanística que se realice sin haber 
obtenido licencia o sin la ap robación 
del Proyecro de Com pensación o Re­
parcelación correspondiente. 

Pero salvo estos supuestos en que el 
legislador ha señalad o claramente el 
efecto de la nul idad absoluta de la divi­
s ión en contra de las unidades idóneas 
de aprovechamiento, y en consecuencia 
la unposibilidad de inscripción en el 
Registro del acto de d1v1sión, en los 
otros supuestos en que el legislador só­
lo establece la invalidez genérica, atri­
buyendo determinad os efectos al acto 
indebido de división, es posible la ins­
cripción registra!. 

Pero además es posible señalar otros 
supuestos de disparidad entre parcela 
catastral y finca registra!. Así ocurre con 
las cuotas de aprovechamiento de aguas 
pnvadas, que pued en constituir finca 
independiente según el a rtículo 66 del 
Reglamento Hipotecario - RH-; las 
cuotas indivisas de locales destinados a 
garajes o estacionamientos de vehícu­
los, que también pueden constituir fin ­
cas independientes -art. 68 del RH-; 
concesiones admimstrativas y explota­
ciones agrícolas o industriales, que pue-

den constituir finca independiente aun­
que estén constituidas por parcelas no 
colindantes, etc. 

Lo que importa destacar en estos ca­
sos es que la unidad básica de referen­
cia catastral y registra! pueden no coi n­
cidir por la propia técnica y metodolo­
gía de las Lnstiruciones. 

Ello, sin embargo, no constituye un 
obstáculo para la debida identificación y 
delimitación de la finca o fincas, pues al 
final siempre hay una realidad material 
sobre la que recaen los diferentes dere­
chos o llcciones jurídicas. Así en el caso 
de una finca registra! que sea parte rústi­
ca y parte urbana, bastará con indicar de 
conformidad con el Catastro la parte in­
tegrante de uno y otro régimen, y los co­
rrespondientes identificadores catastra­
les. Así, en el caso de parcelas inferiores a 
las mínimas bastará con indicar dicha si­
tuación en el folio registra!, o en otros sis­
temas legislanvos asegurar la nulidad ple­
na de los actos de fraccionamiento inde­
bidos, con lo que resulta imposible su 
inscripción; así en las cuotas de aprove­
chamiento de aguas, de garajes, o cuando 
se trata de concesiones administrativas o 
explotaciones con fi ncas no colindantes, 
al final siempre habrá unas parcelas de 
terreno afectas a la explotación o a la con­
cesión, o unos locales de garaje que será 
necesario tener situados, delimitados e 
identificados, como soporte material de 
determinados derechos subjetivos de uti­
lización de tales superficies. 

Ello no significa minimizar el proble­
ma, pues en algunos supuestos será d ifí­
cil una coincidencia, pero en la inmensa 
mayoría de los casos esta concordancia 
existe o es sencillo establecerla. 

Identificación de las fincas y sus 
efectos 

En este epígrafe se plantea el tema de 
quién realiza la identificación de las fincas 
en el Registro y cuáles son sus efectos, pa­
ra lo cual nos vamos a servir de la teo­
ría del Triple l nterés, que veíamos al 
principio. 

• En primer lugar la identificación 
puede realizarse unilateralmente por el 



propietario o titular de una finca, que tie­
ne un indudable interés en la correcta 
delimitación del objero de su derecho. 
Propio de aquellos sistemas que por no 
contar todavía con un Catastro técnico 
suficientemente desarrollado, no pue­
den reahzar una verificación oficial del 
acto de descripción. La bondad de este 
sistema depende de la escrupulosidad 
del propietario, y no pueden evitar des­
virtuaciones interesadas en las delimi­
taciones físicas de las parcelas. Los efec­
tos de este sistema pueden sintetizarse 
en que sólo protege al propietario que 
describe correctamente, y que los datos 
físicos no pueden estar protegidos por 
el principio de legitimación, pues care­
cen de una venficación oficial. 

• En segundo lugar, la identificación 
puede realizarse por la Administración 
Competente , normalmente el Catastro, 
que representa un segundo estadio de 
interés : el de los «Poderes Públicos», 
que tienen interés cierto en la correcta 
delimitación del contenido de las fin­
cas, como garante de intereses genera­
les, fundamento de La valoración econó­
mica de las mismas, y como presupues­
to objetivo de una justa distribución de 
la carga fiscal. Sin embargo, debe desta­
carse que este sistema no implica una 
deli mi tación unilateral por el Catastro 
del contenido de la finca, sino conjun­
to, propietario-Catastro, concurriendo 
una dualidad de intereses. La definición 
por el propietario reviste aquí además, 
un control oficial de los poderes públi­
cos. Por ello, las consecuencias de este 
sistema son: por una parte que la Ad­
ministración debe asumir el contenido 
de sus propios acros, y adminr en sus 
expedientes administrativos y fiscales 
d icha delimitación y contenido; de otra 
parte, que puede aplicarse a d ichos da­
tos físicos el principio de leginmación, 
o presunción «juris tantum» de exacti­
tud, recayendo la carga de la prueba en 
quién sostenga lo contrario. 

• En tercer lugar, la delimitación de 
fincas puede realizarse además con la in­
tervención de los colindan les. Estamos an­
te un deslinde en el que intervienen to-

dos los propietarios de una zona san­
cionado con la intervención de los po­
deres públicos, que en este caso no es el 
Catastro (que sólo recepciona el acto 
firme de del imitación), sino el Juez, 
pues dicho procedimiento se sigue ante 
eljuzgado que corresponda a la ubica­
ción de las fincas, y viene regulado en 
los arts. 2061 al 2070 de la L.E.C. Den­
tro del mismo, puede distinguirse entre 
el deslinde como procedimiento de ju­
risdicción voluntaria, que con el acuer­
do de todos los intervinientes, termina 
por Acta levantada en el juzgado que se 
protocoliza en la notaría del Distrito, y 
por otra parte, en el caso de que algún 
propietario no estuviese conforme, res­
pecto de dicho límite o lindero, el pro­
cedimiento se convierte en contencio­
so, pudiéndose interponer Declaranvo, 
que termina con la correspondiente 
sentencia, que una vez firme, tiene la 
eficacia absoluta del efecto de la «cosa 
juzgada». En este sistema concurren un 
triple interés, el del propietario, el de 
los colindantes y el del Estado, repre­
sentado por el juez, y el acro firme que 
lo resuelva, tiene una eficacia absoluta. 
La delimitación de la propiedad se re­
mitirá al Catastro para la con fección de 
los planos y asignación del identifica­
dor de las fincas, y posteriormente el 
Registro como base de las titularidades 
jurídicas. Pero este sistema por su pro­
pia complejidad, no puede establecerse 
con un carácter general, sino que lama­
yoría de las legislaciones le consideran 
como un sistema excepcional de deli­
mitación, aplicable a los supuestos con­
cretos en que se plantea la disputa entre 
colindantes. La eficacia de dicho siste­
ma es absoluta, si la resolución judicial 
tiene eficacia de cosa juzgada. 

En nuestra patria se parte del sistema 
de definición por el propietario en los 
títulos sujetos a inscripción, con las 
consecuencias apuntadas. 

Sin embargo, el Catastro, como ya 
hemos apuntado repetidamente, está 
caminando decididametne en los últi­
mos años -etapa de la anterior Direc­
ción General y actual-, hacia un Catas-

tro de carácter técnico, más desarrolla­
do, aún dentro de una preocupación 
preponderantemente fiscal, con lo que 
se puede pasar al segundo sistema con 
los efectos apuntados. Es decir, en los 
documentos inscribibles, tanto notaria­
les, como judiciales y administrativos, 
la delimitación de las fincas debe reali­
zarse no sólo por el propietario unilate­
ralmente, sino además con el control 
administrativo, mediante la aportación 
del título de la correspondiente cédula 
catastral, ajustándose la descripción al 
contenido de la misma, de manera que 
coincidan ambos intereses (propieta­
rio-Estado). 

Disconformidad del propietario en 
la cédula catastral 

Pero habrá que plantearse también 
qué ocurre si el propietario no está confor­
me con la descripción contenida en la cé­
dula catastral. 

Aquí deben conciliarse dos pnnci­
pios, de un lado que la definición de las 
fincas es previa, y debe venir con la ve­
rificación oficial, y de otro, que no debe 
paralizarse el tráfico jurídico, impidien­
do al propietario enajenar o inscribir su 
finca por un desacuerdo en la superficte 
o linderos. 

En este momento se nos revela la im­
portancia de que el Catastro tenga una 
gran precisión y agilidad, teniendo en 
cuenta que en España se otorgan más 
de dos millones de títulos inscribibles. 

Si la definición de las fincas en el Re­
gistro no se verifica de conformidad a la 
cédula (coincidencia entre el propietario 
y el Catastro), es a mi juicio imposible 
hablar de coordinación, el Registro sigue 
careciendo de base física verificada ofi­
cialmente, y no pueden producirse los 
efectos de la asunción por la Administra­
ción del contenido de sus propios actos, 
y del p rincipio de legitimación. 

Pero establecido dicho requisito le­
gislativamente, el Catastro no puede su­
ministrar con prontitud y fiabilidad la 
descripción de las fincas, puede organi­
zarse un «lío monumental», al produ­
cirse una paralización del tráfico jurídi-
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ca, y un seguro colapso de la adminis­
tración catastral. 

Por ello, es preciso regular aquellos 
mecanismos que permitan conciliar 
ambas situaciones. 

Así, en Navarra, el decreto Foral de 
coordinación de 7 de febrero de 1991, 
siguiendo el mismo criterio del Decreto 
Estatal de 3 de mayo de 1980, establece 
el sistema de que en caso de no coinci­
dencia entre la descripción de la finca 
por el propietario con los datos de lacé­
dula parcelaria, se declarará así en el tí­
tulo, el registrador suspende la coordi­
nación en el Registro, indicándolo así 
en la comunicación posterior que debe 
efectuar al Catastro, con lo que en la 
práctica en el Registro coexisten fincas 
coordinadas y otras no coordinadas 
(bien porque no se hayan transmitido, 
bien porque habiéndose transmitido 
con posterioridad a la entrada en vigor 
del Decreto de coo rdinación no exista 
coincidencia entre la descripción del 
Catastro y la del propietario). Posterior­
mente, resuelto el incidente en el Catas­
tro, se acompaña nuevamente la Cédu­
la al Registro, junto con instancia sus­
crita por el titular, o incorporada a una 
escritura de rectificación, haciéndose 
en éste constar la coordinación, bien 
por nota marginal, caso de la instancia, 
bien por una nueva inscripción de rec­
tificación y coordinación, en el supues­
to de la escritura. Practicados los asien­
tos correspondientes, el registrador se 
lo comunica nuevamente al Catastro. 
Por ello, en materia de efectos, sólo en el 
caso de coordinació n juegan con las 
consecuencias de la asu nción por parte 
de la Admi nistración de los datos des­
criptivos (art. 16-1 ), y el principio de 
exactitud «juris tantum» (16-3 ). 

En una palabra, en caso de discon­
formidad entre el propietario y el Ca­
tastro, el registrador practica la inscrip­
ción y suspende la coordi nación, pues 
ésta no es obligatoria. En el resto del Es­
tado, en el RD de 1980, se sigue un sis­
tema similar. 

Sin embargo, siendo un paso adelan­
te muy importante, quizá sea tímido, 

pues en el Registro se siguen inscribien­
do fincas sin base física garantizada ni 
coordinadas. Por ello debe caminarse, 
con prudencia pero decididamente, a 
una coordi nación obligatoria, donde de 
un lado sea necesario que la descrip­
ción de la finca se haga en base a la cé­
dula, y de otro, salvaguardar el tráfico 
jurídico en caso de disconformidad. 
Por ello, otra posibilidad sería entender 
que para otorgar el título inscribible Uu­
dicial, notarial o administrativo), es in ­
dispensable solicitar la correspondien­
te cédula, y ajustar la descripción de los 
inmuebles al contenido esencial de la 
misma. El propietario puede entonces, 
o manifestar su conformidad , quedan­
do la finca coordinada, o su disconfor­
midad, pudiéndose otorgarse el docu­
mento e inscribirse en el Registro me­
diante un asiento p rovisorio, como la 
anotación preventiva por defecto sub­
sanable, con vigencia de 60 días hábi­
les, con posibilidad de prórroga en tan­
to se sustancia el incidente. Esta anota­
ción se convertiría en inscr ipción, 
aclarada la cuestión, mediante la apor­
tación de la correspond iente cédula 
junto con instancia del interesado con 
firma legitimada, solicitando dicha con­
versión, o mediante la aportación de la 
escritura de rectificación en la que se 
haya incorporado la cédula. Habrá que 
pensar que la instancia es el medio ade­
cuado, cuando las diferencias sean po­
co importantes, y la escritura, cuando 
haya que rectificar el contenido de una 
finca. Practicada la coordinación el Re­
gistrador se lo comunicará al Catastro. 

Téngase en cuenta que lo normal es 
que haya coincidencia entre el propie­
tario y la cédula parcelaria, o que en ca­
so de no haberla la cuestión se resuelva 
en vista de las alegaciones o mediciones 
técnicas aportadas por el propietario, 
siendo excepcionales los casos en que 
por no estar conforme el particular con 
la resolución catastral de delimitación 
de la finca, se interponga el correspon­
diente recurso administrativo y poste­
riormente el jurisdiccional. Respecto de 
los problemas de colindan cia, quizá 

fuera interesante llevar el acto de des­
linde de JUrisdicción voluntaria en la 
notaría del Distrito, descargando de es­
ta forma la Administración de justicia. 

Datos objeto de la coordinación 
Es de advertir que la coordinación no 

implica coincidencia con todos los dalos 
técnicos del Catastro, sino sólo con aquellos 
que sean esenciales para la definición de la 
finca, y como tales pueden indicarse: 

• El identificador catastral, que sirve 
para situar la finca dentro del plano 
parcelario, y en consecuencia, en el es­
pacio, lo fija el Catastro, y al Registro le 
da igual cual sea el sistema de identifi­
cación, lo que importa es que cada fin­
ca tenga un indentificador propio que 
sirva para distinguirla de las demás (co­
mo el DNI de las personas). 

• Los linderos de las fincas, que sirven 
para delimitar una porción de superfi­
cie o volumen, indispensable para el 
mismo concepto de finca o parcela. 
Siendo preferible por su fijeza, los lin­
deros basados en numeración de par­
celas colindantes o accidentes natura­
les, que por el nombre de los propieta­
rios. 

• La superficie. Importa destacar, sin 
embargo, que siendo un dato importan­
te para el Registro, no es un dato esencial 
para la delimitación de la finca, sino que 
tiene una trascendencia más económica 
que delimitativa. Que una parcela mida 
3.000 m2 o 3.100 m2

, o que un piso mi­
da 120 m2 o 130 m2

, tiene más conse­
cuencias económicas (aprovechamiento 
urbanístico, valor fis cal, en expropia­
ción, etc.) que importancia como dato 
identificativo. No obstante, es importan­
te por las consecuencias jurídicas que 
puedan derivarse (unidades mínimas, 
restos en segregaciones, etc.), por lo que 
se estima importante que la coordi na­
ción alcance dicha circunstancia. 

• Las construcciones. Puede repetirse 
lo anterior. Más que identificativo, es 
económico y cualitativo, con trascen­
dencia jurídica, por lo que se estima 
conveniente una coordinación. Serían 
datos importantes: el tipo de construc-



ción, la superficie en planta, número de 
plantas, etc. 

Una cuestión que puede plantear se­
rias dudas es la relativa a la naturaleza y 
aprovechamiento de la finca. 

En cualquier caso el dato esencial es 
el relativo al «Identificador Catrastral», 
pues es un dato inicial y esencial del cual 
posterior y paulatinamente pueden irse 
coordinando otras circunstancias. 

• Finalmente, hay otros datos ya, que 
sólo tiene un valor informativo, que sería 
probablemente interesante figurarlos en 
el Registro, pero a los cuales no debe ex­
tenderse la coordinación, como puede 
ser el dato del valor catastral. 

Casuística 

Agrupación, división o segregación 
En caso de modificación de fi ncas 

por agrupación, división o segregación'. 
los titulares habrán de realizar primero 
las operaciones técnicas del Catastro, de 
manera que en el otorgamiento de los 
correspondientes títulos se aporten ya 
las cédulas parcelarias donde figuren los 
datos de las nuevas fincas. Otorgados 
los títulos conforme a ellas, y practicada 
la inscripción, el registrador lo comuni­
caría al Catastro para su debida cons­
tancia. Pero deber reconocerse que no 
existe inconveniente y puede resultar 
eficaz el sistema del RD de 1980 o de 
Navarra, por el cual, la coordinación se 
efectúa sob re la base de la finca o fin cas 
matrices, ya que si hay coordinación so­
bre dicha matiiz la expedición de las cé­
dulas de las nuevas fincas no plantea 
problemas. Es decir, en Lugar de ajustar­
se el título a la cédula, en este caso, se 
ajusta la cédula al título si previamente la 
finca de origen está coordinada. El título 
junto con las nuevas cédulas expedidas 
por el Catastro se presentan al Registro, 
y practicada la inscripción se comunica 
al Catastro para proceder al alta definiti­
va de las titularidades correspondientes. 

Obras nuevas y divisiones en régimen de 
propiedad horizontal 

En las obras nuevas y divisiones en 
régimen de propiedad horizontal, pue-

de procederse de manera análoga al 
apartado anterior, y por tanto, verificada 
la coo rdinación sobre el solar o la finca 
de origen (el notario deberá recabar la 
correspondiente cédula), y mediante la 
aportación de la Licencia de Obra y cer­
tificación de técnico competente acredi­
tativa de que se ha terminado de confor­
midad al proyecto que obtuvo licencia 
(requisito impuesto por el art. 25 de la 
Ley 8/ 1990 de Régimen Urbanístico) el 
notario puede otorga r la co rres pon­
diente escritura; luego se presentaría al 
Catastro para la expedición de las cédu­
las, luego al Registro para la inscripción 
y verificada ésta se comunica al Catastro 
para la constancia de las titularidades ju­
rídicas. 

• En las obras nuevas en construcción, 
no será necesario aportar sino la cédu­
la parcelaria correspondiente al solar o 
linea de origen, pues el Catastro tiene 
dificultad técnica para dar céd ulas de 
fin ca no terminadas, pues debe partir 
de lo que existe en realidad. Pero como 
luego la Ley 8/1990 obliga, una vez ter­
minada la construcción, y en un plazo 
de tres meses, debe hacerse constar así 
en el Registro, con indicación de las va­
riantes que se hayan efectuado, éste se­
ría el momento de apo rtar la cédula 
parcelaria donde se recogería la cons­
trucción ultimada. 

• En la propiedad horizontal, estimo 
que el Catastro deberá expedir tantas 
cédulas como nuevas fin cas indepen­
dientes se hayan constituido, aunque 
muchas veces se trate de elementos vo­
lumétricos (conj untos inmobiliarios) 
de difícil plasmación en la planimetría 
catastral. 

En cualquier forma , lo que importa 
destacar es que la descripción de las 
fincas en los títulos inscribibles y en el 
Registro debe hacerse por el p ropieta­
rio, pero en base a la correspondiente 
cédula parcelari a catastral, y que las 
modificaciones físi cas de las fincas que 
tengan alcance jurídico, deben tener, 
antes de la inscripción, su plasmación 
no sólo en el título, sino también en la 
correspondiente cédula parcelaria, con 

la excepción de las edificaciones en 
construcción, y practicada la inscrip­
ción en el Registro se comunica al Ca­
tastro median te la ficha inmobiliaria. 
En estos momentos puede ya jugar los 
efectos de asunción por la Administra­
ción de las consecuencias de sus actos 
y del principio de legitimación, ya indi­
cad os. 

El Registro su1ninistra al 
Catastro las titularidades 
jurídicas 
Forma y contenido de la 
información a suministrar por el 
Registro 

Esta es la otra cara del principio de 
doble suministro referido, y las razones 
de que sea precisamente el Registro el que 
proporcione dichas titularidades pueden 
sintetizarse: 

a) En primer lugar, por el carácter de 
Institución Territorial , destinada a reco­
ger todas las vicisitudes de los inmue­
bles sitos en su demarcación, inscri­
biéndose toda la titulación referente a 
los mismos, tanto sea notarial, como ju­
dicial o administrativa. Estas institucio­
nes o administraciones tienen relación 
co n inm uebles determinados , una 
organización personal , y un alcance 
privado de los documentos que autori­
zan . Ello no significa que tanto el Nota­
riado, como la Administración judicial 
y los diferentes organismos administra­
ti vos no tengan un importante papel 
que desarrollar, pero como Institucio­
nes que colaboran con el Catastro, em­
marcándose ésta dentro del deber gene­
ral de colaboración con las Administra­
ciones Públicas y especialmente con la 
fiscal. Pero una cosa es esta colabora­
ción que el Notariado o la Administra­
ción de justicia han de desarrollar con 
el Catastro y otra cosa es la coordina­
ción entre el Catastro y Registro como 
entidades territoriales. 

b) En segundo lugar, por el carácter 
de titulmidad «oficial», que proporciona 
el Registro. Aunque la trans misión del 
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dominio y demás derechos reales (salvo 
la hipoteca y el derecho de superficie) se 
efectúa por aplicación de la teoria del tí­
tulo y modo, sin necesidad de inscrip­
ción, pero esto no quiere decir que ésta 
tenga un carácter meramente declarati­
vo, pues ningún sistema registra! se limi­
ta a la mera publicidad, sino que ésta 
produce efecto de reforzamiento de las 
titularidades inscritas, bien con el prin­
cipio de inoponibilidad: lo no inscrito 
no puede oponerse a lo inscrito; bien 
con el principio de legitimación en favor 
del titular regisrral, bien con el de fe pú­
blica. Es de destacar a estos efectos, la 
inoponibllidad de lo no inscrito frente a 
lo inscrito, que hace señalar al sistema 
francés, que no puede realizarse muta­
ciones catastrales cuando el acto corres­
pondiente no ha sido publicado en el Fi­
chero Inmobiliario. 

c) En tercer lugar, por las ventajas 
prácticas que tiene este paralelismo en la 
titidaridad, especialmente para la eficacia 
de los procedimientos de apremio por débi­
tos administrativos. En efecto, tratándose 
de propiedad inscrita, seguido un pro­
cedimiento contra persona distinta de 
la que en el Registro aparezca como u­
tula r, hay que sobreseer e l procedi­
miento en el momemo en que conste en 
amos que la finca figura inscrita a favor 
de persona distinta de aquélla contra la 
que se sigue el procedimiento (art. 38 
LH), y además, llegado el momento de 
la adjudicación de la finca en la subasta 
para el pago de los débitos, no será ins­
cribible. Esto no es más que una conse­
cuencia de la legitimación en favor del 
titular inscrito, pues el Registro no pue­
de admitir la ejecución de una finca si el 
procedimiento se s igue contra persona 
distinta de su titular. 

Otra ventaja es la seguridad en la ti­
tularidad catastral, al venir resueltos los 
problemas jurídicos de su determina­
ción, pues como hemos señalado, el Re­
gistro proporciona una titularidad «Ofi­
cial», especialmente protegida, por la 
calificación bajo su responsabilidad del 
registrador, y por el juego de unos prin­
cipios sustantivos. 

• En cuanto a la forma del suministro 
de las titularidades al Catastro, puede re­
alizarse en cualquier forma, siendo pre­
feribles los medios informáticos por su 
mayor capacidad y posibilidades que 
ofrecen, siendo destacable el sistema de 
Ficha Inmobiliaria, que se aprobó en el 
Congreso de Barcelona de 1988. 

• Pero qué tipo de titularidades debe 
suministrar el Registro al Catastro. Esta 
cuestión puede contestarse diciendo 
que todas aquellas que sean necesarias 
para el cumplimiento de sus fines. 

De conformidad con el Impuesto so­
bre Bienes Inmuebles, pueden señalar­
se las siguientes: El dominio, el usu­
fructo, la nula propiedad, el derecho de 
superficie y las concesiones adminis­
trativas. 

Una mularidad que probablemente 
tenga trascendencia fiscal es el derecho 
de arrendamiento, pero como es una 
cuestión pendiente de reforma legislati­
va, es mejor esperar a pronunciarse a la 
misma. Sin embargo, sólo indicará que 
es conveniente la inscripción de dicho 
contrato en el Registro, por su inma­
nencia sobre la finca, y para evitar si­
tuaciones anómalas como la actual ten­
dencia jurisprudencia] de declarar sub­
sistente el arrendam iento constituido 
con posterioridad a la Hipoteca, de for­
ma que en la ejecución de ésta, el acree­
dor debe sufrir dicho arrendamiento 
constituido con posterioridad a la ins­
cripción de la hipoteca y en la mayoría 
de las veces con una evidente mala fe. 
Esta posición de nuestra jurisprudencia 
es rechazable y podría superarse con 
una regulación adecuada del derecho a 
arrendamiento y sobre todo de su ins­
cripción en el Registro con carácter obli­
gatorio. 

La propiedad no inscrita 
En la propiedad inscrita ya hemos 

apuntado las razones que justifican que 
sea la mularidad registra] la que pro­
duzca la correspond iente mutación de 
la titularidad catastral, pero si se trata 
de propiedad no inscrita en el Registro 
no puede proporcionar ninguna titula-

ridad. En tal supuesto, acreditando la 
falta de inscripción mediante el oportu­
no certificado negativo del Registro, la 
modificación en el Catastro puede ef ec­
tuarse mediante el correspondiente do­
cumento público, liquidado de los im­
puestas transmisorios que graven la 
operación. 

Sin embargo, quiero dejar constan­
cia, y esta es una opinión subjetiva, que 
el principio de inscripción voluntaria del 
derecho español, no puede estimarse como 
un principio absoluto, sino como una re­
miniscencia de épocas pasadas. Este 
principio de voluntariedad tiene su ba­
se y fundamento en una concepción li­
beral y absoluta del derecho de propie­
dad. Bajo este prisma era razonable que 
inscribir o no inscribir era algo que co­
rrespondía a la libre decisión del pro­
pietario. Sin embargo, esta concepción 
de la propiedad ha evolucionado, y des­
de la legislación urbanística, pionera en 
este sentido, hasta la propia Consmu­
ción de 1978, en su arr. 33, se ha pasa­
do a una concepción del derecho de 
propiedad delimitado por su función 
social. Y el interés del propietario en no 
inscribir debe ceder siempre ante el in­
terés general en la publicidad de los de­
rechos reales inmobiliarios . Buena 
prueba de ello es que el propio Regla­
mento 1 lipotecario impone al propieta­
rio la obligación de inscribir cuando se 
trata de salvaguardar el interés de un 
tercero (arrs. 140 y 433). 

Por ello, se propone una clarificación 
del oscuro principio de inadmisibilidad por 
Tribunales y Oficinas públicas de docu­
mentos sujetos a inscripción y no inscritos, 
establecido por el art. 313 de la Ley Hipo­
tecaria, siendo inoperante que el objeta 
ele la presentación sea hacerlos valer o 
no con relación a terceros, establecién­
dose claramente dicha inadmisibiliclad, 
al ex is ti r un interés general en la publi­
cidad de los derechos reales inmobilia­
rios. 

Por ello, también se propone dar una 
mayor operatividad en materia de terce­
rías de dominio en procedimientos de eje­
cución, de manera que la anotación del 
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embargo afecte al que inscriba después 
aunque su título sea de fecha anterior. Hoy 
el propietario en virtud de un título no 
inscrito , puede alegar su dominio en 
cualquier momento del juicio ejecutivo, 
siempre que sea anterior a la adjudica­
ción o consumación de la venta, parali­
zando con ello todas las actuaciones 
realizada has ta ese momento. Pues 
bien, en estos casos puede establecerse 
una doble actuación: como consecuen­
cia de la inadmisibilidad del documen­
to no inscrito, el rechazo del mismo sin 
la previa inscripción en el Registro; co­
mo consecuencia de una aplicación es­
tricta del principio de prioridad en su 
aspecto sustantivo, el que la anotación 
del embargo afecte al propietario que 
no haya acudido, negligentemente a la 
inscripción, desplazándose el momen­
to para alegar el derecho de propiedad, 
en las tercerías de dominio, desde cual­
quier momento del juicio ejecutivo o 
via de apremio anterior a la propia ad­
j udicación o consumación de la venta, a 
cualquier momento del juicio ejecutivo 
anterior a la presentación del oportuno 
mandamiento ordenando la ejecución 
del embargo, pues ésta perjudica a todo 
adquiriente que inscriba con posterio­
ridad, aunque sea por titulo de fecha 
anterior. 

Proposición de 111edidas 
de coordinación y 
colaboración 

Puede distiguirse entre una y otras. 
Medidas de coord inación son las que 
tienden directamente a la coordinación 
Catastro-Registro en una zona determina­
da. Medidas de colaboración son aquellas 
que coadyudan al cumplimiento de los fi­
nes de las diferentes instituciones. Dentro 
de estas últimas, puede situarse la modifi­
cación de art. 398 del RH, por RD de 30 de 
marzo de 1990, al establecer la remisión 
centralizada por el Centro de Proceso de 
Datos de los Registros al CGCCT, que si 
bien ayudan al cumplimiento de los fines 
del Catastro, no pueden estimarse como 

medidas de coordinación, que implican 
actuaciones sobre fincas concretas en zo­
nas determinadas, con una gran preci­
sión. 

Sin embargo, esta distinción tiene un 
valor relativo, pues yo creo que en defi­
nitiva, debemos caminar a una coordi­
nación entre el Catastro y el Registro, sin 
perjuicio de una colaboración, no sólo 
entre estas Instituciones, sino también 
con el Notariado, la Administración ju­
dicial y Autoridades Administrativas. 

Por ello, y a manera de resumen de lo 
anteriormente expuesto, pueden seña­
larse las siguientes medidas de coordi­
nación y colaboración: 

l.ª Establecimiento de la inscripción 
obligatoria, pues el interés del propieta­
rio en no inscribir debe estar siempre 
subordinado al interés general en la pu­
blicidad de los derechos reales inmobi­
liarios, de la que es botón de muestra la 
coordinación. 

2. ª Establecimiento de forma clara en 
el art. 313 de la LHy sus concordantes re­
glamentarios, del Principio de inadmisibi­
lidad por Tribunales y Oficinas Públicas de 
documentos no inscritos sujetos a inscrip­
ción, fundamentada no sólo en la obli­
gatoriedad anterior, sino además en los 
principios sancionados hoy legislativa­
mente, de inoponibilidad y legitima­
ción en favor del titular registra!. 

3. ª Modificación del momento proce­
sal oportuno para interponer las tercerías 
de dominio, de forma que sólo pueda ale­
garse eficazmente con anterioridad a la fe­
cha de presentación en el Registro del 
mandamiento ordenando la correspon­
diente anotación de embargo, de manera 
que practicado éste todo adquiriente 
posterior, aunque sea en virtud de títu­
lo anterior, quede afectado. Se funda­
menta: en la obligatoriedad de la inscrip­
ción, en la inadmisibilidad de documen­
tación no inscrita, en los principios de 
inoponibilidad y legitimación, y además 
en el de prioridad en sentido sustantivo. 

4. 0 Establecimiento de una normativa 
marco que regule con carácter general las 
medidas de coordinación, pero cuya aplica­
ción a términos municipales concretos exi-

Jan una resolución conjunta de los Centros 
Directivos, en.fu nción de que el Catastro de 
dicho término se encuentre actualizado y 
en condiciones de proporcionar con fiabili­
dad y prontitud las cédulas parcelarias de 
todos los inmuebles comprendidos en el 
mismo. Se fundamenta en que una cosa 
es el establecimiento del sistema de co­
ordinación (para lo que sería interesan­
te la realización de previas experiencias 
piloto, pero sobre un proyecto ya deter­
minado), y otra la aplicación concreta y 
definitiva a un municipio, para la cual es 
presupuesto objetivo indispensable la 
completa actualización del Catastro del 
mismo, de forma que pueda suministrar 
con fiabilidad y prontitud la identifica­
ción de los inmuebles . 

5. 0 Aportación a todo título inscribible 
para su constancia en las inscripciones co­
rrespondientes, de las cédulas catastrales 
de las fincas comprendidas en ellos, ajus­
tándose la descripción de los inmuebles al 
contenido de aquéllas, estableciéndose las 
oportunas medidas que eviten la paraliza­
ción del tráfico jurídico en caso de dispari­
dad o disconformidad entre el propietario y 
la cédula. 

Este suministro previo de la base fisi­
ca por el Catastro es a mi juicio aplicable 
también a los casos de modificaciones 
de fincas por segregación, división, 
agrupación, obra nueva y propiedad ho­
rizontal. 

Se fundamenta en el cumplimiento 
de un aspecto de principio de Doble Su­
ministro que hemos considerado esen­
cial en la coordinación. 

6. ° Comunicación de las titularidades 
juridicas del Registro al Catastro, de m.a­
nera que no sea posible efectuar la muta­
ci.ón catastral si el acto o contrato no está 
previamente inscrito en el Registro. Dicha 
comunicación puede efectuarse me­
diante la Ficha Inmobiliaria, o cualquier 
otro medio, estimándose conveniente 
el auxilio de técnicas informáticas. Se 
fundamenta en el cumplimiento del 
otro aspecto o anverso del principio re­
petido. 

7. 0 En tanto se desarrollan las medi­
das anteriores, el es tablecimiento como 



medidas de colaboración previa, de la ne­
cesidad de consignación en los títulos ins­
cribibles y en las comunicaciones del CPD 
de los Registros al Catastro, de los identifi­
cadores de todas las fincas, o en su defecto 
de los recibos correspondientes, así como 
los domicilios de transmitentes y adquiren­
tes, para que puedan efectuarse los reque­
rimientos oportunos. 

El establecimiento del identificador 
catastral de los inmuebles es una medi­
da previa pero fundamental para efec­
tuar la coordinación, pues es el punto 
de partida del que luego se deriva toda 
la coordinación. 

Estas medidas de coordinación im­
plican a mi juicio, un gran compromiso 
de los registradores ante la coordina­
ción, y respecto de las últimas medidas 
de colaboración, que a prime ra vista 
parecen sencillas, tienen gran trascen­
dencia, al tener que modificar las bases 
de datos, no sólo del RCTV (Registro 
Central de Titularidades Vigentes), sino 
de los casi 900 registros hoy demarca­
dos. • 

Gabriel Gragera lbáñez 
Registrador de la Propiedad 

de Nules (Castellón) 
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